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Con miras a asegurar una educación pública, gratuita, laica, inclusiva, transformadora, 

a lo largo de toda la vida para todas y todos, es fundamental contar con un financia-

miento justo y adecuado de la educación y monitorear los avances de los Estados lati-

noamericanos y caribeños en la garantía de ese derecho humano fundamental. 

Para facilitar el seguimiento que hace la sociedad civil a los presupuestos educativos 

en América Latina y el Caribe, la Campaña Latinoamericana por el Derecho a la Edu-

cación (CLADE), red plural que trabaja por la realización del derecho a la educación, 

actualiza sistemáticamente los datos de su Sistema de Monitoreo del Financiamiento 

del Derecho Humano a la Educación en América Latina y Caribe. La plataforma, lan-

zada en 2017, presenta datos comparativos y análisis sobre el financiamiento educati-

vo público en 20 países de la región, para un período de más de veinte años, entre 1998 

y 2021. La herramienta facilita el control ciudadano de los compromisos estatales en 

materia educativa y es una forma de visibilizar los esfuerzos destinados a sostener los 

sistemas educativos de la región. Lejos de buscar establecer jerarquías entre países, la 

plataforma presenta datos útiles y comparables para identificar tendencias y mejorar 

las políticas públicas de financiamiento educativo.

El presente informe muestra los resultados de la actualización del Sistema de Mo-

nitoreo del Financiamiento del Derecho Humano a la Educación en América Latina y 

Caribe, realizada en 2022, de acuerdo con los últimos datos disponibles en bases de 

datos internacionales. Los indicadores se organizan en tres dimensiones de análisis: 
esfuerzo financiero público; disponibilidad de recursos por persona en edad escolar; 

y equidad en el acceso escolar.

Los datos del Sistema de Monitoreo apuntan a desafíos para la región en lo que toca a 

la dimensión de esfuerzo financiero público, considerando la proporción de recursos 

económicos nacionales que los Estados latinoamericanos y caribeños asignan a los 

sistemas educativos. Para ello, se elaboran dos indicadores. El primero señala el peso 
del gasto en educación respecto del Producto Interno Bruto (PIB), y tiene como el 

valor indicativo de referencia el 6%. En la región, solo dos países superan este valor 

desde 2019: Costa Rica (6,75%) y Cuba (10,41%). El segundo indicador relaciona el gas-
to en educación con los gastos totales del Estado, con la meta de referencia estimada 

en el 20%. En la región, a los mismos dos países que superan la otra meta (Costa Rica, 

con 21,54% y Cuba con 26,79%), se suman Guatemala (21,14%) y Honduras (24,6%). En 

este sentido, el esfuerzo financiero público acordado por los Estados de América Lati-

na y Caribe con la firma de la Agenda de Educación 2030 está aún lejos de cumplirse 

en la región.

Respecto al indicador de disponibilidad de recursos, los países de ALC muestran 

una tendencia lineal creciente en la asignación de recursos disponibles por persona 

en edad escolar, aunque casi todos ellos están muy distantes de los valores de refe-

rencia de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), es-

timados en 7.469,60 dólares en precios constantes con paridad de poder adquisitivo 

de 2017. Mientras que en el trienio 1998-2000, el conjunto de los países de la región 

asignaba en promedio 1,180 dólares por persona en edad escolar. Para 2019-2021 

esta cifra alcanzó los 2.500 dólares. Es decir, se ha superado notablemente el monto 

en poco más de dos décadas (más de dos veces), pero el valor aún representa una 

proporción muy reducida de la asignación que realizan los países de la OCDE (cerca 

de un tercio).

Por último, respecto a la dimensión de equidad en el acceso escolar, se notan di-

ferencias relevantes en la región respecto al acceso a educación según los niveles 

de ingresos. Evaluando los valores promedio del trienio más reciente con datos dis-

ponibles (2018-2020), el promedio de asistencia del quintil de mayores ingresos es 

del 85,99% de la población en edad escolar, mientras que en el quintil de menores 

ingresos fue de 73,91%. 

En esta actualización del Sistema de Monitoreo se han incorporado dos elementos no-

vedosos. Por un lado, en la dimensión de equidad en el acceso se presenta un indica-

dor que relaciona la asistencia de varones y mujeres, permitiendo así comparar entre 
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los países con perspectiva de género. Lo que se observa en la región es una mejora 

desde el año 2000, considerando que se pasó ese año de una asistencia de 96,4 niñas 

y adolescentes mujeres por cada 100 niños y adolescentes varones a 99,8 niñas por 

cada 100 niños en 2020. Además, en general, no hay diferencias significativas entre los 

países. Sin embargo, es necesario seguir monitoreando este indicador pues hay indi-

cios de empeoramiento de la situación en varios países en los últimos años. 

Por otro lado, se incorporó de manera sistemática la consideración de la Educación 
de Personas Jóvenes y Adultas (EPJA) en las tres dimensiones del Sistema. En los 

casos del esfuerzo financiero y de la disponibilidad de recursos, lo que se observa es 

una escasez abrumadora de datos, lo cual es en sí mismo indicativo de la baja priori-

dad otorgada al tema en la región. Se trata de un tema instalado desde hace tiempo, 

y que no logra la relevancia de agenda suficiente para encarar políticas públicas más 

sistemáticas. 

En la dimensión de equidad es donde se encontraron datos más completos. En este 

punto, se identificó que las posibilidades de seguir estudiando a medida que se ingresa 

en la adultez se ven severamente restringidas por los recursos económicos propios de 

las personas. Dicho de otro modo: la posibilidad de seguir asistiendo a la escuela una 

vez superada la edad escolar está fuertemente determinada por el nivel de ingreso. En 

promedio, los grupos de mayores ingresos tienen más del doble de oportunidades de 

seguir estudiando que los de menores ingresos, lo cual indica un limitado compromiso 

de parte de los Estados con la educación a lo largo de toda la vida.

Finalmente, este análisis recuerda que la pandemia de COVID-19 implicó una crisis de 

escala mundial, no solo en términos sanitarios, sino también económicos. Se trató de la 

mayor crisis en un siglo, por la intensidad de la caída de la actividad económica, que a 

su vez involucró a la mayor cantidad de países. Naturalmente, esto tuvo impactos en la 

garantía de diversos derechos humanos, incluyendo el derecho humano a la educación, 

particularmente en lo referido al financiamiento educativo. 

Así, más que nunca, es necesario que los gobiernos incluyan urgentemente el derecho 

humano a la educación como una prioridad en los presupuestos públicos. Los Estados, 

como garantes del derecho, deben de cumplir los compromisos internacionales que 

ellos mismos han firmado. En tal sentido, es fundamental que:

 Calculen los recursos necesarios para brindar una educación de calidad para to-

das y todos, asignando el máximo posible de fondos para la educación y sin retro-

cesos.

 Elaboren los presupuestos educativos de manera participativa, valorando las re-

comendaciones de quienes integran las comunidades educativas y la ciudadanía 

en general, para que los fondos asignados respondan a las prioridades y expecta-

tivas de los sujetos de derechos. 

 Presenten los datos de manera desagregada y actualizada, favoreciendo la trans-

parencia tanto de los presupuestos educativos como de su ejecución, de manera 

que se pueda hacer un adecuado seguimiento público a su implementación, en 

especial, respecto de poblaciones históricamente discriminadas o marginadas por 

su condición de género, raza, etnia, discapacidad, origen, edad u otras.

 Reporten de forma completa y actualizada los datos nacionales correspondientes 

a las bases de datos internacionales del Instituto de Estadística de la UNESCO, Co-

misión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), Banco Mundial y otros, 

con miras a que sea posible monitorear el conjunto de países de la región desde 

metodologías comunes.

 Adopten mecanismos de justicia fiscal —incluyendo formas de tributación más 

progresiva y el combate a las diversas formas de elusión y evasión— para aumen-

tar los recursos públicos disponibles para la educación.

 Protejan los presupuestos educativos y las asignaciones destinadas a asegurar el 

derecho a la educación, especialmente en contextos de crisis y ante exigencias de 

consolidación fiscal, priorizando los deberes de garantía de estos derechos.

 Busquen mecanismos para aliviar o subsanar las deudas, evitando que los fondos 

disponibles para la educación y otros derechos sociales sean consumidos en el 

pago del servicio de la deuda.
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